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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 29 de Setiembre de 2015

 




     Oficio DJ-AJ-1339-2015   
MBA. José Luis Bermúdez Obando

Director a.i de Gestión Humana

y

MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva
S.  D.

Estimado señor y señora: 

En atención al Oficio N° 300-FC-2015 / 4546-DE-2015 / JP-612-2015 del 2 de setiembre del año en curso, en el que se solicita criterio legal a esta Dirección, en relación con la propuesta de escenario para las incapacidades de la CCSS, se les remite el siguiente informe.

I. DE LA GESTIÓN.

Por Sesión del Consejo Superior N° 57-15 del 18 de junio de 2015, artículo II, se conoció el informe de la Dirección de Gestión Humana en el que se presentaron los posibles escenarios a implementar por el Poder Judicial, a raíz de la ruptura del Convenio de Pago Indirecto de Incapacidades y Licencias, suscrito entre el Poder Judicial y la Caja Costarricense de Seguro Social. En dicha sesión se acordó lo siguiente: 
“Tener por hechas las manifestaciones del master Francisco Arroyo Meléndez. 2) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que a la brevedad envíe a este Consejo una ampliación al informe rendido considerando el escenario que resulte viable y óptimo para adecuar el sistema de pagos por incapacidades de funcionarios y funcionarias, servidores y servidoras judiciales, considerando las observaciones expuestas por las personas integrantes de este Consejo y resolver lo que corresponda en una próxima sesión”.
Por lo anterior, se solicita a esta Dirección, brindar criterio desde el punto de vista legal, para los siguientes puntos: 
[…]

I. Realizada la verificación del Poder Judicial, con respecto a la diferencia entre el monto calculado para pago, respecto a las sumas dinerarias reintegradas por la CCSS (punto N.° 4 de este Oficio), de determinarse que existe una diferencia en contra de esta Institución, se requiere se indique si es posible aplicar de oficio el rebajo al empleado-funcionario judicial, en la quincena siguiente, aplicándose el rebajo en la partida 0 “Remuneraciones”.
II. En cuanto a la lógica de cálculo del salario líquido (punto b de este documento), se requiere establecer la jerarquía de aplicación de las deducciones-rebajos, en cuanto a la recuperación de los dineros por concepto de incapacidades. 

Por último, se requiere establecer un vínculo de comunicación con la CCSS, con el fin de obtener el detalle del pago de incapacidades realizado a los servidores judiciales, de manera que permita migrar con cierta periodicidad la información en el sistema que se va a crear, para realizar la recuperación de los montos acreditados por concepto de subsidio, de lo cual se requiere que esa Dirección Jurídica establezca un convenio Institucional con la citada Entidad de Seguro Social, a fin de asegurar la información para el funcionamiento del proceso de recuperación de recursos monetarios."
II. NORMATIVA APLICABLE 

Artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333, del 5 de mayo de 1993:
“ARTICULO 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva […]”. (la negrita no pertenece al texto original).
Artículo 173 del Código de Trabajo:

“ARTÍCULO 173.- […] Las deudas que el trabajador contraiga con el patrono por concepto de anticipos o por pagos hechos en exceso, se amortizarán durante la vigencia del contrato en un mínimo de cuatro períodos de pago y no devengarán intereses. Es entendido que al terminar el contrato el Patrono podrá hacer la liquidación definitiva que proceda”.
(Así reformado por el artículo 2° de la ley N°  3636 de 16 de diciembre de 1965, "Ratifica Convenio OIT Nº 117 Sobre Normas de Política Social") (la negrita no pertenece al texto original).

Artículos 28 y 36 del Reglamento del Seguro de Salud:
“Artículo 28° Del propósito de los subsidios por incapacidad o licencia.
El subsidio por incapacidad o por licencia de maternidad, tiene el propósito de sustituir parcialmente la pérdida de ingreso que sufra el asegurado directo activo por causa de incapacidad por enfermedad o de licencia por maternidad”.

Y;
“Artículo 36º De la cuantía del subsidio por enfermedad.

El subsidio por incapacidad es de hasta cuatro veces el aporte contributivo total (Trabajador, Patrono y Estado) al Seguro de Salud, derivado del promedio de los salarios o ingresos procesados por la Caja, en los tres meses inmediatamente anteriores a la incapacidad.

El promedio indicado excluye cualquier otro ingreso que no corresponda al período de referencia señalado para el cálculo.

Tratándose de trabajadores asalariados, se tomará el salario o el monto que sirvió de base a la cotización, correspondiente al patrono(s) con el que labora el asegurado.

Para establecer el subsidio diario la Caja considera los meses a 30 días […]”.
III. CRITERIO JURÍDICO
A. Sobre las deducciones por concepto de subsidio

Con fundamento en el artículo 28 del Reglamento del Seguro de Salud, “El subsidio por incapacidad o por licencia de maternidad, tiene el propósito de sustituir parcialmente la pérdida de ingreso que sufra el asegurado directo activo por causa de incapacidad por enfermedad o de licencia por maternidad”, de manera que, en esos supuestos, la Caja Costarricense de Seguro Social otorga a la persona servidora judicial -por lo general- hasta un 60% de su salario por concepto de subsidio y, consecuentemente, el Poder Judicial debe cubrir el correspondiente 40% faltante, el porcentaje necesario para completarlo o bien, el 100% del salario que devenga la persona trabajadora y así cumplir con lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Ahora bien, en virtud de la finalización del Convenio que mantiene el Poder Judicial con la Caja Costarricense de Seguro Social, esta última procederá con el depósito directo, del monto por concepto de subsidio, a la cuenta cliente bancaria de la persona servidora judicial incapacitada, por lo que el Poder Judicial deberá verificar lo depositado y, a partir de ese monto, consignar a favor de la persona trabajadora lo necesario hasta completar su salario, el cual, como es bien sabido, se encuentra sujeto a las deducciones voluntarias y de ley inherentes a su naturaleza laboral.

Es en este punto donde surge la primera interrogante planteada, de si el Poder Judicial puede, darle el concepto de deducción al monto depositado por la CCSS por concepto de subsidio y por ende poder rebajarse del cien por ciento del salario que se percibe quincenalmente. Una pregunta aparejada a la anterior, es si se está facultada la institución, para proceder a dicha deducción, en un único tracto o si debe seguir el procedimiento establecido en el numeral 173 del Código de Trabajo.

Para dar respuesta a la primera cuestión, debe señalarse que en tanto el Poder Judicial como patrono, cumpla con la obligación legal de asegurar y completar el pago completo del salario, puede deducir el subsidio que por su parte, estaría percibiendo la persona servidora judicial que ha sido incapacitada. Claro está, que lo anterior puede hacerse únicamente si se tiene certeza de que la persona haya recibido el subsidio correspondiente por parte de la CCSS, pues esto nos asegura que a partir de dicho rubro, el Poder Judicial deba solamente completar lo necesario hasta llegar al cien por ciento del salario.

Pues partiendo de que la persona servidora judicial que haya gozado de una licencia por incapacidad, ha recibido el subsidio que le correspondía, se debe dar contestación a si para darle el carácter de deducción a este estipendio, debe cumplirse el procedimiento establecido en el artículo 173 del Código de Trabajo o si se puede deducir ese subsidio en la misma quincena en la que se ha percibido el depósito por parte de la CCSS.

 Establece el citado ordinal que: “Las deudas que el trabajador contraiga con el patrono por concepto de anticipos o por pagos hechos en exceso”, mismos que, según continua rezando el artículo, “se amortizarán durante la vigencia del contrato en un mínimo de cuatro períodos de pago y no devengarán intereses […]” (la negrita no pertenece al original).
Analizando la norma se obtiene que se regulan dos supuestos ante los cuales proceden su recuperación en al menos cuatro tractos: los anticipos o los pagos hechos en exceso, de lo cual es claro que el subsidio percibido por la persona servidora judicial que sido incapacitada, no constituye ni un anticipo ni un pago hecho en exceso.

Ante ese escenario, la exigencia de la recuperación en tractos, no aplicaría para la deducción para lo percibido por la persona trabajadora por concepto de subsidio, ya sea en la quincena de pago que se encuentre al corte o bien en la quincena siguiente inmediata o posteriores -según sean los factores temporales de aplicación para el pago calendarizado de la planilla- a favor de la partida pertinente pues, como se mencionó, esas sumas corresponden a obligaciones que de todas maneras, en su momento, la persona servidora judicial debe afrontar, por lo que las mismas no pueden ser consideradas como deudas por anticipos o pagos realizados en exceso por parte de su patrono.

Se estima que debe quedar claro también que en el supuesto de que la Caja Costarricense de Seguro Social no realice el pago de lo correspondiente al porcentaje que debe otorgar por concepto de subsidio, deberá el Poder Judicial pagar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, de conformidad con lo establecido en el artículo 42 de la Ley Orgánica y proceder con los cobros respectivos ante la CCSS, con la finalidad de recuperar las sumas cubiertas por el Poder Judicial dentro de un tiempo prudencial oportuno que, a criterio de este Órgano Asesor, puede ser de un mes calendario o su equivalente a dos fechas de pago quincenal, procurando en todo caso, hacerlo efectivo antes de que opere la prescripción respectiva, pues de no hacerlo se estaría incumpliendo con la obligación de tener un adecuado manejo de recursos y ante una infracción al principio de legalidad presupuestaria y por parte de la CCSS se estaría ante un enriquecimiento ilícito.
B. Del orden de prelación de las deducciones
En relación con la segunda consulta, se debe indicar que no existe un orden lógico legalmente establecido para la aplicación de las deducciones convencionales y de ley que proceden contra el salario de las personas servidoras judiciales. Sin embargo, sistemáticamente, a lo interno de la Institución, pero para fines distintos, se cuenta con el orden dispuesto por la Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas y Recuperación de Sumas a Favor del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, que para los efectos que nos ocupan, puede funcionar como base para la determinación de los niveles de prioridad:

1. Impuesto de Renta.

2. Deducciones de Ley (9% Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial y 5% de la C.C.S.S.), así como el Fondo de Socorro Mutuo.

3. Embargos por Pensiones Alimentarias en caso de que el beneficiario las tenga (ordenado por un mandamiento judicial).

4. Sumas a favor del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial y otras sumas a recuperar a favor del Poder Judicial.

5. Deducciones a terceros (incluye asociaciones, cooperativas, operaciones bancarias y otros), conforme los beneficiarios del Fondo se hayan comprometido a pagar a la entidad deductora.

Las deducciones de prioridad 1, 2, 3 y 4 son aplicadas en forma automática en el sistema de pagos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Las deducciones de prioridad 5 (deducciones a terceros) se aplican a solicitud de las entidades deductoras que carguen a través del portal Web, el archivo de las deducciones por aplicar, el cual queda de manera simultánea en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, siendo éstas entidades jurídicas las responsables de las aplicaciones que soliciten.”

Así pues, por un asunto de conveniencia institucional y de eficiencia en la recuperación de las sumas cubiertas por el Poder Judicial –en virtud del pago de las obligaciones convencionales y de ley que corresponden a la persona trabajadora judicial-, este Órgano Asesor considera oportuno establecer como orden lógico para la aplicación de las deducciones, los siguientes niveles de prelación: 

1.  Impuesto de Renta.

2. Deducciones de Ley (9% Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial y 5% de la C.C.S.S. o sus eventuales incrementos), así como del Fondo de Socorro Mutuo.

3. Deducciones por deudas con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

4. Concepto de subsidio.
5. Rebajos producto de Pensiones Alimentarias en caso de que la persona servidora judicial las tenga.

6. Embargos.

7. Sumas adeudadas a la institución. 

8. Otras Deducciones (tales como asociaciones, cooperativas, operaciones bancarias y otros), autorizadas por las personas servidoras judiciales a favor de terceros.

Lo anterior sin perjuicio, de que la suma o porcentaje que el Poder Judicial debe acreditar –como salario- no sea suficiente para cubrir la totalidad de las obligaciones voluntarias y de ley, la persona incapacitada proceda con los pagos respectivos a partir del monto que recibe de la Caja Costarricense de Seguro Social, por concepto de subsidio. 

En otro orden de ideas, se deben tener en consideración los supuestos en que las personas servidoras judiciales permanezcan incapacitadas hasta el cumplimiento de –al menos uno- los requisitos para acogerse a su derecho a la jubilación, de manera que, previo al disfrute de ese derecho de retiro, es necesario determinar las eventuales sumas que las personas funcionarias puedan adeudar al Poder Judicial por concepto de incapacidades, con el propósito de recuperar oportunamente esos montos.

C. Sobre el convenio para el intercambio periódico de información
Por último, en cuanto a la parte final de la solicitud, esta Dirección Jurídica coincide con el criterio de realizar un convenio entre las representaciones de la Caja Costarricense de Seguro Social y la Corte Suprema de Justicia, en el entendido de establecer un vínculo de comunicación para disponer de la información actual y detallada sobre el pago periódico de las incapacidades que esa Institución depositará, directamente, a la cuenta cliente bancaria de las personas servidoras judiciales, por concepto de subsidio.  
No obstante, la redacción del clausulado para las diligencias convencionales debe ser realizada por la Dirección Ejecutiva o bien por la Dirección de Gestión Humana y revisada desde el punto de vista legal por esta Dirección Jurídica, conforme lo dispone el articulado 7 del Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en tanto que a este Órgano le corresponde: “Revisar la legalidad de todos los contratos y convenios, previo a la suscripción por la Presidencia de la Corte, o de quien corresponda, en su condición de representantes del Poder Judicial”. De manera que la redacción, el trámite y la aprobación del acuerdo requerido se encuentran a cargo de las oficinas competentes para esos efectos, previa revisión jurídica de esta Dirección.
IV. CONCLUSIONES
De lo dicho se extraen las siguientes conclusiones:
1. El Poder Judicial tiene la obligación legal de depositar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, según lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
2. El Poder Judicial puede catalogar el subsidio por incapacidad como una deducción del salario -siempre que haya sido efectivamente percibido por la persona servidora judicial que haya sido incapacitada- y puede retener dicho rubro sin que deba aplicarse lo dispuesto en el numeral 173 del Código de Trabajo. 
3. En caso de que la CCSS no deposite el subsidio a la persona servidora judicial, el Poder Judicial tiene la obligación legal de pagar el cien por ciento del salario y posteriormente proceder a la recuperación de las sumas no percibidas, ante la CCSS.

4. Se puede establecer un orden de prelación de deducciones como el propuesto, lo que puede someterse a conocimiento del Consejo Superior para lo que a bien tenga resolver.
5. Se estima conveniente establecer un convenio con la CCSS a fin de contar con las bases de datos o sistemas que permitan enterar a la institución, sobre el momento en que la persona servidora judicial que haya sido incapacitada, percibe el subsidio por parte de la CCSS y que de esta forma, se puedan hacer las deducciones correspondientes en el tiempo debido.
Elaborado por

Pablo Mejía Salgado

Área de Análisis Jurídico
Atentamente,

Licda. Karol Monge Molina

Sub Directora Jurídica a.i.
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